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En el Medio Oriente sigue el suspenso ante la escala-
da de tensión entre Washington y Teherán. Donald
Trump amenaza con volver a atacar a Irán, y ha or-
denado el despliegue de sus fuerzas militares y na-

vales en la zona, que podrían estar listas para la acción en los
próximos días. Desde Teherán le responden con un ejercicio
naval en el estrecho de Ormuz, al que se ha unido Rusia.
Con ese telón de fondo, las decisiones que se tomen pueden
tener impredecibles consecuencias para la paz regional y
global. El gobierno de Irán debe entregar una propuesta es-
crita en dos semanas sobre los elementos a negociar en la
próxima ronda de diálogo indirecto con Estados Unidos so-
bre su cuestionado programa nuclear.

No se olvida que, en ju-
nio pasado, las partes prepa-
raban una sexta ronda de ne-
gociaciones cuando Israel
atacó a Irán y Trump decidió
unirse con bombardeos a las
instalaciones nucleares ira-
níes que, dijo, quedaron “total y completamente aniquila-
das”. Más tarde, el Pentágono aclaró que no se sabía la mag-
nitud de la destrucción, mientras la agencia nuclear de
ONU no tiene una evaluación porque se le ha negado el
acceso a los sitios. 

Lo que está en juego es la capacidad de Irán para desa-
rrollar armas nucleares, la que, según Trump, fue elimina-
da. Sin embargo algunos expertos señalan que los bombar-
deos solo retrasaron esa posibilidad. Irán siempre ha afir-
mado su interés en el uso civil y niega cualquier intención
de construir bombas. 

La desconfianza mutua complica las negociaciones y
está en la base de los desacuerdos de fondo, que serán de
difícil resolución mientras Irán sea gobernado por una élite

religiosa islámica fundamentalista que controla todo el po-
der, las fuerzas militares y ejerce una represión permanente
sobre la sociedad. Las recientes protestas, que fueron sofo-
cadas violentamente en enero y dejaron miles de muertos
(3.117, según el régimen, hasta 7.000 según ONGs de DD-
HH.), demostraron que la población está dispuesta a en-
frentar a la dictadura, pero hasta cierto límite porque es im-
potente frente a la superioridad de las fuerzas de seguridad.

Con todo, el “progreso” que habría tenido el diálogo
mediado por el canciller de Omán, el martes recién pasado
en Ginebra, es una buena noticia, si bien desde ambos lados
siguen surgiendo amenazas, advertencias y líneas rojas. La
base de un acuerdo posible podría ser que Irán suspenda el

enriquecimiento de uranio
(ha conseguido hasta el 60%,
lo cual está a un paso del po-
tencial de armas); que en el
futuro solo lo enriquezca has-
ta el 5% para uso civil; entre-
gue el material enriquecido

(unos 400 kilos) a una tercera potencia (antes lo entregó a
Rusia); y acepte reanudar las inspecciones de la agencia nu-
clear de ONU. Estados Unidos, presionado por el gobierno
de Benjamin Netanyahu, busca limitar también el arsenal y
la producción de misiles balísticos que pueden golpear el
territorio israelí, pero Irán rechaza esta opción porque afec-
taría su capacidad defensiva y disuasoria.

Trump advirtió a los iraníes que “pasarán cosas ma-
las” si no llegan a acuerdo. En las próximas semanas se
sabrá si esta es una amenaza real o es parte de su habitual
táctica de negociación: poner presión máxima en el con-
trincante para obligarlo a aceptar sus condiciones. Si fue-
ra esto, sería un alivio, pero se lamentaría el escaso respe-
to a las formas diplomáticas.

Las decisiones que se tomen pueden tener

impredecibles consecuencias para la paz

regional y global.

Presión sobre Irán

Más de 30 mil pacientes en lista de espera logra-
ron resolver su problema de salud gracias a la
intervención de algunas fundaciones que han
reemplazado al Estado en la provisión de ser-

vicios. Su actuación representa el esfuerzo de la sociedad
por hacerse cargo de los problemas que afectan seriamente
la vida de muchos chilenos, pero naturalmente deben ha-
cerlo en la medida de sus capacidades, sea organizando ope-
rativos médicos, como los que hace la fundación Acrux, o
bien orientando a los pacientes con cáncer, como lo está ha-
ciendo la fundación Care.

Ambos esfuerzos son muy meritorios y muestran una
posible vía de ayuda voluntaria en favor de los más poster-
gados de la sociedad. Pero
mientras no se establezcan
asociaciones público-priva-
das sólidas, con responsabili-
dades y obligaciones claras, el
país seguirá arrastrando lar-
gas listas de espera, tanto pa-
ra la atención especializada
que pueden otorgar funda-
ciones como estas, como cirugías electivas que requieren de
una atención institucional.

Los operativos médicos consisten en una serie de activi-
dades realizadas por equipos de profesionales de la salud
que se desplazan a un lugar determinado por corto tiempo
para dar atención médica, hacer exámenes preventivos o
dar tratamientos a comunidades con problemas de acceso a
estos servicios. Han sido objeto de apreciaciones muy diver-
sas. Sus objetivos son limitados, pues no pueden proveer la
continuidad de la atención de salud que exigen los tiempos
actuales. Pero pueden ser muy eficaces en ciertos campos,
como, por ejemplo, las atenciones dentales o muchas co-
rrecciones visuales. Según la preparación de quienes inte-
gren estos equipos viajeros, también sirven para capacita-
ción del personal de salud. 

No obstante, pese a estas evidentes ventajas, son a me-
nudo criticados por el hecho de que ofrecen atención de cor-
to plazo solamente, porque ocasionan disrupciones en las
tareas habituales de los servicios de salud, y en muchos ca-
sos, por la falta de controles en las tareas que realizan.

Pero en Chile ya llevamos más de 20 años hablando del

número creciente de enfermos en listas de espera. La situa-
ción, como es obvio, se agravó muchísimo como consecuen-
cia de la pandemia, que exigió al máximo a los sistemas de
atención de salud y dejó postergados a los enfermos habi-
tuales. A seis años del comienzo de ese dramático período,
las esperas siguen creciendo en cuanto al número de pacien-
tes, aunque los tiempos de postergación han continuado
disminuyendo, pero a un ritmo increíblemente pausado. Se
ha llegado a considerar este rasgo de nuestros servicios de
salud como una característica estructural del sistema y, por
tanto, difícilmente modificable. 

Hoy se estima que unas 400 mil personas están a la
espera de una cirugía electiva y son más de dos millones de

personas las que esperan una
primera consulta con un es-
pecialista. Más aún, existen
unos 75 mil pacientes GES,
esto es, con garantías explíci-
tas legales, que también se en-
cuentran atrasados.

El Gobierno celebra sus
escuálidos logros, pero el país

parece tener ya conciencia de que existe un grave problema
en la atención de salud. A modo de ejemplo, para dimensio-
nar el problema de las esperas, en Reino Unido se considera
que el tiempo máximo permisible debe ser 18 semanas y se
informa periódicamente cuántos casos sobrepasan esa cifra.
En Chile el Ministerio de Salud considera un éxito que nue-
ve de los 27 servicios hayan logrado reducir las esperas a
menos de 200 días, unas 28 semanas.

La productividad de los servicios difícilmente va a au-
mentar con los sistemas de incentivos, es decir, de premios y
castigos que reciben sus trabajadores, puesto que no hacen
gran diferencia entre una persona que se esmera por cum-
plir y otra que solo está interesada en conseguir una licencia
médica sin estar enferma. Por eso, la participación del sector
privado es fundamental, puesto que las consecuencias para
uno y otro trabajador son notoriamente diferentes. 

Si se deja actuar a las personas con libertad, surgen las
iniciativas particulares, como las fundaciones Acrux y Care,
en que solo por el afán personal de hacer el bien, aparecen
voluntarios dispuestos a colaborar para superar este ver-
gonzoso problema.

Mientras no se establezcan asociaciones

público-privadas sólidas, con

responsabilidades y obligaciones claras, el país

seguirá arrastrando largas listas de espera. 

Colaboración ante listas de espera

Se han alzado
voces preocupadas
de que el próximo
gobierno derive en
rasgos iliberales que
pongan en riesgo
aspectos de nuestra
democracia y de los
derechos cívicos
que ella garantiza.
Siendo este un tema
de vital importancia
merece un análisis cuidadoso.

Atendidas la actitud y las expre-
siones del próximo Presidente desde
su elección, mi impresión es que el fun-
damento principal de este temor se ba-
sa exclusivamente en las relaciones es-
trechas que mantiene con gobernantes
que, con razón, se pueden clasificar co-
mo iliberales, por ejemplo, los presi-
dentes Orbán de Hungría y
Bukele de El Salvador. 

Además, contrariando la
tolerancia y el pluralismo, al-
gunos consideran inaceptable
que el Presidente adhiera a
profundas y legítimas creen-
cias respecto de la familia, la religión, la
sociedad civil y otros valores que po-
drían clasificarse de conservadores, pe-
ro que no son necesariamente ilibera-
les. En este contexto es perfectamente
justo que él quiera competir con sus
ideas y valores en el espacio público,
sin por ello vulnerar ningún principio
de la democracia liberal o abusar del
poder. La competencia entre culturas
no es necesariamente una guerra y es
inherente a una sociedad plural.

El término iliberal se refiere a
aquellos regímenes que se originan en
elecciones, pero luego derivan en la
erosión de las libertades constitucio-
nales a través del debilitamiento de
las restricciones al poder, la reducción
de los equilibrios y contrapesos, con-
dicionando derechos, y a veces sacrifi-
cando la autonomía individual por
mayor seguridad.

El ejemplo más paradigmático de
esta forma de gobernar es indudable-
mente el Presidente Nayib Bukele. En
efecto, tras su elección ha acumulado
altos grados de control político y redu-
cido notablemente los contrapesos al
poder presidencial: sus partidarios do-
minan la asamblea legislativa y la Cor-
te Suprema, la cual incluso cambió la
interpretación de la Constitución para
permitirle postularse a la reelección.

Todo ello atenta contra la separación
de poderes que es central a la democra-
cia liberal representativa. 

Por otra parte, los medios de comu-
nicación independientes han sido obje-
to de ataques reiterados. Más aún, el go-
bierno ha permitido detenciones masi-
vas, sin un debido proceso ni garantías
judiciales claras. Desde 2022, ha mante-
nido un régimen de excepción extenso
para combatir exitosamente a las pandi-
llas, reduciendo significativamente la

delincuencia y la inseguridad, pero el
costo de ello ha sido el debilitamiento o
extinción de los principios básicos de la
democracia como la conocemos.

El Presidente Kast, sin embargo,
ha dejado muy clara su convicción de
que las políticas aplicadas por estos go-
biernos para combatir el crimen orga-
nizado y la inmigración ilegal no serían
viables en nuestro país y no es su inten-
ción replicarlas aquí.

En la trayectoria política de Kast
no existe evidencia alguna de que se
haya opuesto a los principios básicos
de la libertad individual como un valor
político irrenunciable, como la libertad
de expresión, la libertad religiosa, la li-
bertad de asociación y de movimiento,
y ha defendido siempre el derecho a la
vida, a la libertad y a la propiedad.

Tampoco ha favorecido la elimina-
ción de las limitaciones consti-
tucionales, el imperio de la ley
o una separación de poderes.
Del mismo modo, ha sido
siempre partidario de la liber-
tad económica y de la econo-
mía de mercado, del gobierno

por el consentimiento de los goberna-
dos, de la representación y la igualdad
ante la ley. Todo ello a pesar de sus legí-
timas convicciones conservadoras, las
cuales existen, por lo demás, en todas
las democracias liberales.

Esto no quiere decir que los partida-
rios de la democracia liberal representati-
va no debamos estar atentos a cualquier
infracción a sus postulados básicos.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

La competencia entre culturas no es

necesariamente una guerra y es inherente a

una sociedad plural.
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Kast, iliberalismo y pensamiento
conservador

En la vorágine legislativa de las últimas
semanas la comisión de Legislación del
Senado despachó un proyecto de reforma
del capítulo de la Carta Fundamental so-
bre garantías constitucionales. En la espe-
cie se trata de ase-
gurar el derecho a
vivir en un medio
ambiente libre de
contaminación, en-
tendido este concep-
to de manera am-
plia. La normativa vi-
gente, profundizada
con esta reforma,
protege el medio
ambiente y reconoce
el derecho a la ciu-
dad de modo que to-
do habitante en ella
viva en condiciones
básicas de seguridad y orden. 

El proyecto, originado por moción de
tres senadores y dos senadoras —cada
uno de distinta militancia—, señala que el
Estado fomentará, tanto en ciudades co-
mo en sectores rurales, el acceso a servi-
cios básicos, bienes y espacios públicos

seguros, así como movilidad y conectivi-
dad segura y sustentable mediante plani-
ficación y gestión del territorio. 

El reciente avance en la tramitación de
esta reforma se ha producido precisa-

mente cuando se
anuncia la recepción
de las obras de recu-
peración de la plaza
General Manuel Ba-
quedano en la capi-
tal de la Región Me-
tropolitana. Bien na-
cional de uso públi-
c o , c u y o u s o
pertenece a toda la
población, que fue
desmantelado hace
algún tiempo por
quienes practican
las denominadas po-

líticas de la indignación. Es de esperar que
estas reformas sean el reingreso de la cul-
tura jurídica basada en el acuerdo y el
compromiso, y haga desaparecer la impo-
sición y el violentismo generalizado. 

D Í A  A  D Í A

Derecho a la ciudad

CORUSCO

Ad portas de
reiniciar la discu-
sión legislativa
sobre sala cuna
universal, parece
necesario contri-
buir a l debate
desde un ángulo
distinto. Hasta
ahora, los cuestio-
namientos al pro-
yecto se han limi-
tado a una dimensión económica, lo
que haría suponer que el beneficio
para mujeres y niños es indiscutido.
La realidad es diferente. A nivel
comparado, las críticas a la sala cuna
como herramienta en favor del desa-
rrollo de la primera infancia y de la
equidad sexual son relevantes.

Los primeros años de vida son
decisivos para el desarrollo cogniti-
vo y emocional de todo niño, por lo
cual el mundo desarrollado ha tran-
sitado desde la ló-
gica de la sala cu-
na como “guarde-
ría” hacia el de la
“educación inte-
gral”. 

Para criar ni-
ños, los entornos doméstico-familia-
res en sentido amplio (mono o bipa-
rentales) son espacios privilegiados
a pesar de sus carencias. En cambio,
las salas cuna deben cumplir con es-
tándares relativamente más exigen-
tes y costosos que les permitan cons-
truir apegos y hacer posible el desa-
rrollo temprano. Se precisan salarios
competitivos que disminuyan la ro-
tación de cuidadores y garanticen su
suficiencia y calificación como edu-
cadores. Sin ello, la sala cuna se vuel-
ve asistencial.

Desde el punto de vista de la
equidad sexual, las críticas provie-
nen desde el propio feminismo. Se
señala que bajo restricciones salaria-
les, las labores de cuidado continúan
siendo desempeñadas por mujeres,
generalmente de bajos recursos y
migrantes. Además, las mujeres que

acceden al trabajo remunerado mer-
ced a la sala cuna solo se beneficia-
rían si el servicio se garantiza hasta el
ingreso escolar del niño, lo que no
ocurre en el diseño chileno.

Las objeciones feministas tras-
cienden, entonces, ampliamente el
sexismo (efectivo) de normas co-
mo la chilena (que vinculan el cos-
to laboral de la sala cuna solo a la
“maternidad”). Por lo mismo, sub-
rayan los feminismos, la deroga-
ción de estas normas no convierte
de suyo al diseño de reemplazo en
un beneficio, especialmente cuan-
do ciertos supuestos del sistema se
mantienen vigentes.

Este es justamente el caso del
proyecto en debate. La propuesta de
reforma actual mantiene a la sala cu-
na como alternativa única de apoyo
público al cuidado de la primera in-
fancia, y destacarlo importa porque
existe espacio para enmendar el

rumbo. Cuando
la calidad de la sa-
la cuna no está ga-
r a n t iza d a , lo s
subsidios directos
e incentivos tri-
butarios al cuida-

do familiar, y la flexibilidad laboral
para hombres y mujeres cuidadores,
son alternativas que pueden resultar
más protectoras que una desfamilia-
rización precaria.

No debe olvidarse aquí que el
objetivo no es hacer crecer la red
estatal o su injerencia en la forma-
ción de los niños, sino cómo se for-
talecerá a las familias en la corres-
ponsabilidad sexual por el cuida-
do. Un enfoque pluralista no im-
pone una única forma de hacerlo:
algunas familias optarán por el
cuidado institucional; otras privi-
legiarán el cuidado familiar. La
responsabilidad pública consiste
justamente en ampliar opciones
reales que permitan a los ciudada-
nos elegir sin empobrecerse.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N
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